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PROCESOS POLÍTICOS E INTEGRACIÓN REGIONAL: 
HERRAMIENTAS ANALÍTICAS CLÁSICAS PARA 

INVESTIGACIONES NUEVAS SOBRE EL MERCOSUR
Luciana Gil

El presente artículo es un ensayo exploratorio acerca de los enfo-
ques sobre políticas públicas que parecen brindar elementos útiles 
para la interpretación de la principal dimensión del Mercado Co-
mún del Sur (Mercosur): su dimensión comercial. Pese al conside-
rable éxito que se le atribuyó a este proceso de integración en tér-
minos de intercambio comercial durante sus primeros pasos (1991-
1998), hace años que se lo señala como un proceso ‘estancado’ que 
enfrenta diversas dificultades para avanzar 1. Entre ellas, los obstá-
culos al libre comercio intrarregional y las excepciones al arancel 
externo común (conocidas, éstas últimas, como ‘perforaciones’) 
suelen apuntarse como algunas de las más directas expresiones de 
aquel ‘estancamiento’ 2, ya que no permitirían consolidar la zona de 
libre comercio en la región, ni la unión aduanera (hoy imperfecta). 
Esto, a su vez, impediría la evolución hacia un verdadero mercado 
común 3, obstaculizando el proceso de integración y sus objetivos 
de desarrollo 4. 

El supuesto detrás de esta secuencia esperada es que la remo-
ción de obstáculos al intercambio comercial podría facilitar una 
cada vez mayor integración entre los países involucrados, alcanzan-
do un mercado común y, paralelamente, generando espacios su-
pranacionales que lo regularían. Estos espacios suelen ser los ele-
mentos diferenciadores entre los procesos de integración y las más 
clásicas relaciones de cooperación entre estados. En su propuesta 
sobre las distintas formas que pueden adquirir la cooperación y la 
integración, Schmitter considera que sólo cuando una organización 
regional transnacional adquiere cierta capacidad legítima (aunque 
sea limitada) “para actuar autónomamente, poniendo en marcha 
propuestas, tomando decisiones y/o implementando políticas” se 
puede hablar de integración. En cambio, cuando esta autonomía no 
está desarrollada y la acción de la organización queda supeditada a 
las decisiones “voluntarias, unánimes y continuas de los estados”, 
sólo puede hablarse de cooperación 5.

En el caso del Mercosur, aquella secuencia esperada a partir de 
la promoción del libre comercio entre los estados partes no se ha 
desarrollado, pese al impulso liberalizador inicial y a las decisiones 
que han pretendido avanzar en este frente en los últimos años 6. En 
este marco, las continuas dificultades para importar y exportar en el 
espacio regional son motivo de seguidos reclamos que emanan de 
diversos sectores en los cuatro países como consecuencia de medi-
das, en principio, temporarias y, en general, unilaterales, de algún 
vecino que restringe las importaciones. 

Los reclamos más fuertes contra medidas adoptadas por Argen-
tina –aunque no sea el único país que las adopta– no tienen que ver 
con los dos sectores que, desde los inicios del proceso de integra-
ción, estuvieron exceptuados del libre comercio: el sector azucarero 
y el automotriz. Tanto la decisión como los efectos de la exclusión 
de estos sectores del libre comercio, bajo distintas formas, ha sido 
ya ampliamente estudiada 7. En cambio, sobre otros sectores que 
en principio debían someterse al libre comercio intrarregional, pero 
luego adquirieron distintos e intermitentes mecanismos de protec-
ción (desde figurar en el Régimen de Adecuación Final –que incluía 
productos cuyo arancel de importación se iba reduciendo gradual-
mente entre 1995 y 1999– hasta contar con licencias no automáticas 

desde fines de la primera década del 2000), los análisis disponibles 
son escasos. 

Entre las medidas interpretadas como obstáculos a este inter-
cambio suelen destacarse las normas técnicas, las licencias no auto-
máticas de importación y las medidas antidumping 8. En los últimos 
años adquirieron especial relevancia las licencias no automáticas, 
que fueron motivo de variados y constantes episodios de atrasos, 
generando los consecuentes reclamos de importadores nacionales y 
externos. Algunos sectores industriales en los que se han adoptado 
este tipo de medidas entre 2007 y 2009 han sido: electrodomésticos, 
juguetes, textiles, calzados, bicicletas y sus neumáticos, motocicle-
tas y determinados productos metalúrgicos, entre otros 9. De ellos, 
algunos sectores, como el del calzado, por ejemplo, han adquirido 
especial visibilidad, tanto por su movilización en demanda de pro-
tección como por las quejas de los importadores después de imple-
mentada dicha protección.

Ante estas controversias, el principal imputado es el proceso 
de integración, al que se evalúa como débil, limitado y sin institu-
ciones autónomas de los estados ni poder efectivo que los obligue a 
cumplir los compromisos asumidos desde 1991 en materia de libre 
comercio. Dado que las decisiones en el proceso de integración 
siguen dependiendo exclusivamente de los gobiernos nacionales, 
cuando se establecen medidas que pueden afectar el comercio éstas 
son, en el mejor de los casos, negociadas entre autoridades nacio-
nales de algunos socios del Mercosur 10; en el peor de los casos, 
constituyen decisiones unilaterales que provocan fuertes quejas y 
demandas de los países vecinos 11. Otras veces, como punto inter-
medio, se ha tratado de decisiones unilaterales que han obtenido la 
aceptación de uno de los socios, aquél más afectado por la restric-
ción a la importación 12.

Al dirigirse, entonces, la atención hacia los gobiernos naciona-
les que adoptan estas decisiones ‘alterando’ el objetivo original del 
libre comercio dentro del espacio de integración, las explicaciones 
de aquellas decisiones van desde la presión de los sectores para pro-
tegerse contra la competencia de las importaciones hasta las propias 
preferencias gubernamentales (que pueden apuntar a determinadas 
estrategias de crecimiento de un país, a enfrentar contextos de crisis 
específicos y/o a proteger fuentes de trabajo en ciertos sectores in-
dustriales).

Sin embargo, pocos han sido los intentos de comprender los 
procesos políticos que llevan a tales medidas y de observar la com-
pleja matriz de dinámicas y motivaciones económicas, sociales y 
políticas que hay detrás de ellas. Para completar ese vacío, se ha 
iniciado una investigación en un caso específico: las medidas in-
terpretadas como barreras no arancelarias en Argentina frente a las 
importaciones de ciertos productos industriales provenientes de los 
países del Mercosur entre 1999 y 2009. 

Con el horizonte de esa investigación, a continuación se pre-
sentan algunas consideraciones teóricas que serán de utilidad para 
orientar dicho análisis y para comprender el efecto que pueden tener 
en el proceso de integración regional algunas dinámicas políticas 
que caracterizan a su dimensión comercial. 
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La dimensión comercial de la integración y las ‘políticas públicas’

Hablar de la dimensión comercial de la integración desde la pers-
pectiva de las políticas públicas requiere algunas especificaciones. 
Tradicionalmente, por lo menos hasta fines del siglo XIX, se con-
sideraban actividades ‘públicas’ de un estado aquellas vinculadas 
a sus limitadas intervenciones en materia de policía, seguridad, 
diplomacia y defensa, y sólo se agregaron nuevas actividades –y 
análisis de ellas– a medida que el estado comenzó a regular partes 
de la esfera económica, desde la recaudación hasta la producción y 
distribución de productos 13. En este marco, la política comercial, 
aunque no sea la única, implica directamente la regulación en un 
ámbito específico (el mercado) dominado por intereses privados 
(principalmente de empresas, pero también de otros actores, como 
sindicatos), pero cuyas dinámicas tienen consecuencias públicas. 
Esto hace que este tipo de política pueda verse tanto como un medio 
que responde a intereses privados, concentrando los beneficios en 
ciertos sectores y generando o reproduciendo desigualdades exis-
tentes, o como instrumento del estado para lograr la diversificación 
industrial, la creación de valor añadido y el desarrollo económico 
para el conjunto de una sociedad 14.  

A su vez, los temas de política comercial son difíciles de cla-
sificar tanto desde el punto de vista de la política interna de un país 
como de su política externa. Si se considera que la política comer-
cial involucra toda acción de un gobierno que afecte el intercambio 
de bienes, servicios e inversiones a través de las fronteras nacio-
nales, esta acción puede ‘resultar de’ o bien ‘tener efectos en’ las 
dinámicas políticas tanto dentro de los estados como en las negocia-
ciones entre ellos. En este sentido, los elementos de análisis que se 
presentarán en este artículo, si bien en su origen se han desarrollado 
primordialmente en torno a los procesos de las políticas públicas en 
el ámbito nacional, se muestran útiles tanto para el estudio de políti-
cas internas como externas, ya que las dinámicas de los procesos de 
toma de decisiones son similares. En la posterior descripción y en 
el bosquejo final que aplicará estos elementos al estudio de nuevos 
casos quedará clara esa utilidad 15.

Aquel ámbito específico, el mercado, fue el apuntado como 
disparador de los procesos de integración regional de la Unión 
Europea y el Mercosur, si bien de distintas maneras 16. En el Mer-
cosur, como se dijo, se esperaba que, a través del libre comercio, se 
ampliara el espacio del mercado, creando, como consecuencia, un 
espacio supranacional que lo regulara. En este sentido, y siguiendo 
la experiencia de la Unión Europea, podía preverse, en ese espacio 
supranacional, al menos un germen de un nuevo sistema político.

Pero mientras el proceso de integración europeo desarrolló 
elementos que lo identificaban como un nuevo sistema político, el 
Mercosur no ha logrado tal avance. En éste no puede identificarse la 
autonomía de las decisiones que mencionaba Schmitter, las cuales 
–para bien o para mal 17, con presiones internas y externas y con las 
restricciones que puedan tener debido a los tratados regionales– si-
guen en manos de los gobiernos nacionales, tal como lo demuestra 
la implementación unilateral de barreras no arancelarias al comer-
cio intra Mercosur. En este sentido, comprender las dinámicas que 
llevan a esas decisiones nacionales sería un paso fundamental para 
identificar al menos algunos de los cuellos de botella del desarrollo 

del proceso de integración. 
De allí que la búsqueda de enfoques desde los cuales encarar 

esta investigación haya apuntado a los estudios de políticas públicas 
(en mayor parte utilizadas para analizar procesos políticos naciona-
les) en lugar de recurrir a las tradicionales teorías de la integración, 
encantadas por la experiencia europea y, por ello, orientadas más a 
explicar las dinámicas regionales, el “proceso voluntario, gradual 
e irregular de integración, mediante el cual estas unidades [los 
estados europeos] ceden su soberanía a un orden superior, suprana-
cional, una comunidad político institucional” 18 que las dinámicas 
nacionales que podían afectarlas.

Por lo tanto, este trabajo da un paso atrás y vuelve a la observa-
ción del sistema político nacional, entendiendo por sistema político 
el concepto clásico de “conjunto de interacciones por medio de las 
cuales se asignan autoritativamente valores en una sociedad”. En 
ese sistema, la toma de decisiones es considerada como una fase 
de un largo proceso en el que se encadena la recepción de informa-
ción y demandas desde el ambiente (inputs) con sus deliberaciones 
(issues), sus decisiones y sus implementaciones (outputs) 19. En los 
términos clásicos de Easton, el lugar del sistema político en el que 
se toman las decisiones es una black box, cuyo contenido perma-
nece sin descifrarse y por lo tanto no se explica de qué manera las 
demandas se transforman en decisiones. El análisis de las dinámicas 
políticas que se dan en determinado proceso pretende completar ese 
vacío. Si se considera que una de las principales tareas de un siste-
ma político es la de reconciliar exigencias de varios grupos 20, aquel 
análisis permitirá encontrar elementos para entender por qué y 
cómo se traducen en decisiones algunas de las demandas, así como 
para reflexionar sobre qué efecto pueden tener dichas dinámicas en 
el proceso de integración. 

Tradicionalmente, las políticas públicas se han considerado un 
objeto de estudio compartido entre la ciencia política y la admi-
nistración pública. Existen distintas clasificaciones de los modelos 
teóricos que contribuyen a conocer las políticas públicas, una de las 
cuales los reúne en tres grupos de enfoques principales:

1) aquellos que conciben al estado como ventanilla de recepción 
de demandas originadas en la sociedad, con especial atención a los 
individuos y a los grupos que presentan dichas demandas. En esta 
perspectiva se sitúan los intentos de explicación de la acción y el 
comportamiento de los individuos a partir de la idea de acción ra-
cional, derivada únicamente de intereses particulares (self-interest) 
y de la búsqueda de optimización de los beneficios de sus decisio-
nes, presuponiendo que dichos individuos cuentan con la infor-
mación necesaria para hacerlo 21. Entre estos intentos se encuentra 
el Public Choice y también el pluralismo, aunque centrado en la 
acción de los grupos, considerando que en las sociedades modernas 
complejas, donde la acción directa de los individuos es más difícil, 
son los grupos los principales actores políticos, que actúan en nom-
bre de los intereses de los individuos 22. Descendiente directa de 
la idea del homo economicus, la premisa de la acción racional que 
subyace a ambas perspectivas, esa acción interesada y optimizado-
ra, según muchos autores, no ayuda a comprender los criterios que 
fundamentan las ‘elecciones’ de los actores23 y deja fuera el hecho 

Si se considera que una de las principales tareas de un sistema político es la 
de reconciliar exigencias de varios grupos, aquel análisis permitirá encontrar 
elementos para entender por qué y cómo se traducen en decisiones algunas de 
las demandas, así como para reflexionar sobre qué efecto pueden tener dichas 
dinámicas en el proceso de integración.
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de que muchas veces, aún en aquellas cuestiones que podrían leerse 
como estrictamente económicas, ni los propios interesados pueden 
definir sus intereses y los beneficios que obtendrían de tal o cual 
decisión24.

2) aquellos que atribuyen al estado la condición de instrumento 
al servicio de grupos específicos o de una clase. En este grupo se 
incluyen desde las perspectivas derivadas de la teoría elitista y los 
Community Studies hasta del neomarxismo. Las dos primeras pers-
pectivas focalizan en las preferencias de las elites y las burocracias 
estatales en las decisiones públicas, que muchas veces generan 
‘respuestas a demandas inexistentes’ en la sociedad. Recuerdan que 
las burocracias ejercen un amplio poder discrecional que determina, 
por ejemplo, el acceso más o menos privilegiado de las poblaciones 
a los servicios ofrecidos, siendo, entonces, los funcionarios la va-
riable decisiva en su provisión. Los enfoques neomarxistas, por su 
lado, centran su atención en el papel que desempeña el estado en la 
producción y la reproducción del sistema capitalista, rechazando en 
general la autonomía de la burocracia y considerando las políticas 
públicas como producto de las necesidades capitalistas 25. Las críti-
cas a este enfoque  apuntan a la simplificación que éste hace de una 
interacción más compleja: los intereses de clase pueden enmudecer 
allí donde surgen intereses sectoriales en relación al estado (vía 
programas para sectores específicos por ejemplo), por lo que los 
intereses dentro de una misma clase pueden ser contradictorios26. A 
su vez, el “poder estructural” de los grupos económicos puede ser 
mucho mayor para vetar opciones políticas que para proponerlas. 
Por último, la visión neomarxista supone intereses objetivos que 
promueven determinada acción de la clase, sin dar cuenta de los 
criterios que definen una elección entre distintas alternativas de 
políticas que respondan a esos mismos intereses.

3) aquellos que han intentado interpretar las formas de interacción 
entre el estado y otros actores. Aquí se inscribe el neoinstituciona-
lismo, que considera a las instituciones del estado como “configura-
ciones de organizaciones y de acciones que estructuran, modelan e 
influyen tanto en los procesos económicos como en las clases o los 
grupos de interés”, por lo que sus actores persiguen metas que “no 
son exclusivamente respuesta a demandas sociales” 27. Como ‘sub-
especie’ del institucionalismo 28, se incluye en este grupo también el 
neocorporativismo, al que se le ha reconocido la revalorización de 
la relación entre un estado, que brinda el monopolio de la represen-
tación a algunas organizaciones, y estas organizaciones, que garan-
tizan la aplicación de las políticas a las que se han adscrito. Pese 
a esta valorización, estas interpretaciones hacen poco caso de la 
complejidad de los procesos de interacción, reduciendo la relación 
a “una visión formal, institucional, casi jurídica, que se revela poco 
conforme con las prácticas sociales” 29. 

Con estos antecedentes, desde la ciencia política, por muchos años 
escasearon los estudios sobre la forma, patrón y estilo de elaborar 
políticas; mientras que desde la administración pública, los análisis 
de las políticas públicas quedaban atrapados en el estudio de leyes 
e instituciones 30. Esta situación fue claramente resumida por Villa-
nueva: en la perspectiva de la ciencia política estándar, el proceso 
de gobierno y, más singularmente, el proceso de decisión y puesta 
en práctica de las políticas no ocupó nunca centralidad alguna, ya 
que tanto la teoría marxista como la elitista y la pluralista expli-
caban las decisiones de gobierno desde fuera del gobierno mismo. 
La estructura económica, el conflicto de las clases, el inter-juego 
de los grupos de interés, el comportamiento del entorno social o 
cultural del sistema político eran los factores a los que más se recu-
rría para dar cuenta de por qué los gobiernos decidían de la manera 
en que lo hacían. De esta forma, el proceso gubernamental era un 
evento reactivo o instrumental más que propositivo o creativo, un 
hecho subalterno y auxiliar: simple variable dependiente 31. Por 
otro lado, el campo teórico propio de la administración pública era 

el cómo se llevaba a cabo lo decidido, no cómo y por qué se había 
llegado a la decisión. En suma, lo que Villanueva llama “la hechura 
de la política” no tenía autonomía alguna o apenas relativa para la 
ciencia política convencional y, en contraste, tenía ‘toda la autono-
mía’ para la administración pública. El resultado final, en ambos 
casos y por diversas razones, era que el proceso decisorio de la polí-
tica se volvía un objeto de estudio externo y marginal al corazón de 
las dos disciplinas 32.

Elementos clásicos para el análisis de los procesos políticos: el 
aporte de Lowi

Uno de los primeros y principales aportes que intentaron superar 
esta división fue el de Theodore Lowi. La propuesta de Lowi con-
sistió en un marco de referencia para analizar las políticas públicas 
en función del tipo de política del que se tratara, partiendo de la 
idea de que las áreas de política o de actividad constituyen “arenas 
de poder” 33 y que cada arena desarrolla su propia estructura polí-
tica, sus procesos y sus relaciones 34. En este sentido, al estudiar el 
sistema político estadounidense, diferenció distintos tipos de políti-
ca en función del impacto (real o esperado) que éstos tuvieran en la 
sociedad 35. Así distinguió entre políticas:

- distributivas: aquellas a través de las cuales se reparten recur-
sos ilimitados, en principio siempre disponibles. Estas políticas se 
caracterizan por la facilidad con la que pueden ser desagregadas e 
implementarse unidad por unidad, casi en aislamiento respecto de 
otras y de cualquier regla general. Por eso, constituyen decisiones 
individualizadas, que se pueden considerar como ‘políticas’ solo por 
acumulación de este tipo de medidas. En este sentido, los aranceles 
se consideran un clásico ejemplo 36;
- regulatorias: aquellas que establecen reglas generales para ac-
tividades de todo un sector, aunque su impacto e implementación 
sea individual, ya que implican un aumento o reducción de costos o 
alternativas a actores individuales (por ejemplo, regulación de pre-
cios, condiciones de entrada al mercado). También pueden implicar 
una elección de a quién se le da algo y a quién no (por ejemplo, a 
quien se otorga un canal de televisión o una ruta aérea), pero en 
cualquier caso la decisión se fundamenta en una regulación están-
dar37. De allí que, a diferencia de la primer categoría, las decisiones 
no sean tan individualizadas y adquieran mayor relevancia como 
actores del proceso grupos y coaliciones organizadas por sectores;
- redistributivas: aquellas referidas a categorías de impacto más 
amplias, vinculadas a las relaciones de propiedad, poder y prestigio 
social establecidas, que tocan más de cerca que cualquier otra las lí-
neas de clase. Estas políticas suponen una redistribución general de 
estos recursos y suponen conflictos de suma cero, siendo la política 
fiscal, y en particular los impuestos a los ingresos, ejemplos típicos 
de esta categoría. Aquí, el autor ya no observa una multiplicidad de 
actores, sino, por el contrario, dos partes claramente diferenciadas, 
abarcadoras y excluyentes 38.

Cada una de estas arenas adquiere, entonces, características diver-
sas. Dado el tipo de decisiones que interesa estudiar en esta investi-
gación (aquellas relativas a medidas de protección comercial de un 
país), la descripción se concentrará en las características de la arena 
de política distributiva, ya que a los fines del impacto esperado, 
dichas medidas funcionan de manera similar a los aranceles, res-
tringiendo la importación de ciertos productos –aunque no sea por 
medio de aranceles sino de barreras no arancelarias. 

Esta arena tiene características ‘pluralistas’ sólo en el sentido 
de que allí operan de manera fragmentada muchos y variados gru-
pos de intereses particulares; en palabras del autor son “politics of 
every man for himself”, donde personas, empresas y corporaciones 
particulares son los principales activistas y, por lo tanto, las uni-
dades políticas primarias a identificar. En esta arena, las asocia-
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ciones representativas centrales (peak associations) no juegan un 
rol preponderante, ya que congregan distintas partes (por ejemplo, 
distintos sectores industriales) y en las políticas distributivas cada 
una puede tener posiciones diferentes. En palabras de Lowi, en esta 
arena “hay tantas partes como ítems arancelarios” 39. 

Pese a la pluralidad, se destaca la característica no conflictiva 
y estable de esta arena, ya que las decisiones que allí se dirimen no 
están directamente relacionadas entre ellas y permiten la ‘no inter-
ferencia mutua’ entre las demandas de cada actor 40. En el caso ob-
servado de medidas sobre barreras no arancelarias contra la impor-
tación, las demandas que provienen de ciertos grupos para proteger 
su producción industrial normalmente se emiten individualmente y 
sin oponerse ni obstaculizar las demandas de protección de otros 41. 

Estas características ya habían sido observadas en un estudio de 
otro autor, interesado por comprender las dinámicas de los procesos 
políticos en Estados Unidos: Elmer Eric Schattschneider. El autor 
se había concentrado en la explicación de las dinámicas que habían 
llevado a la reglamentación tarifaria Smoot-Harvey de 1930, en 
cuyo texto diversos grupos de presión que defendían sus intereses 
económicos consiguieron incorporar centenares de enmiendas es-
peciales mientras esta reglamentación era considerada por parte del 
congreso estadounidense. En esa “hechura de la política”, el autor 
descubría que no había una base objetiva real para discriminar a 
quién proteger y a quién no, sino que el congreso norteamericano 
había buscado apoyo para aprobar la ley dando cierta protección 
a todos aquellos intereses que pudiesen significar una fuerte resis-
tencia a ella y desorganizando, así, la oposición 42. Al explicar esto, 
Lowi prefiere generalizar esta dinámica de una arena distributiva 
ilustrándola de la siguiente manera: “Cuando una cuestión de 1 
millón de dólares se puede dividir en muchas cuestiones de pocos 
dólares, y cada cuestión se puede tratar por separado, es inevita-
ble que se multipliquen intereses y [canales de] acceso, así como 
también que se reduzca conflicto”. Al individualizar las decisiones, 
las políticas distributivas reducen el conflicto pero, a cambio, no 
permiten generar coaliciones relevantes para políticas amplias: son 
miles de decisiones oscuras sumadas en, por ejemplo, una ‘política 
de protección’ 43. Ambos autores coinciden en que a los políticos 
siempre va a convenir intentar desagregar políticas para evitar un 
conflicto mayor, cambiando, por medio de concesiones, posturas 
de oposición por posturas de apoyo. En un artículo posterior, Lowi 
amplía esta explicación, indicando que las políticas distributivas 
generan o suponen arenas de conflictos blandos, susceptibles de ser 
superados mediante coaliciones y asignaciones oportunas de recur-
sos 44. Así, aunque haya demandas y cuestiones intensamente vitales 
para grupos particulares, al no generar graves impactos directos en 
el conjunto del sistema establecido, no necesitan políticas mayores 
con altas inversiones políticas de regulación o redistribución 45, sino 
que se resuelven con aquellas concesiones distribuidas políticamen-
te.

Las características que Lowi atribuye a la arena de poder de políti-
cas distributivas provienen, así, del estudio de Schattschneider. Pero 
mientras éste generalizaba dichas características a todo proceso 
político, el aporte de Lowi consiste en incorporar los descubrimien-
tos de aquel autor a un nuevo marco, que diferencia los tres tipos de 
políticas y las características de cada arena, considerando válidas 
las observaciones del último para la arena distributiva. 

Una hipótesis interpretativa

Muchas de las características que Lowi describe en la elaboración 
de políticas distributivas han sido observadas en las instancias preli-
minares de la mencionada investigación sobre los procesos políticos 
detrás de las decisiones interpretadas como barreras no arancelarias 
en Argentina frente a las importaciones de ciertos productos indus-
triales provenientes de los países del Mercosur. 

Podría argüirse que existen amplias diferencias entre el uni-
verso de estudio de Schattschneider (el congreso norteamericano) 
y el de esta investigación, dado que, en este caso, las autoridades 
que adoptan las mencionadas barreras no arancelarias en Argentina 
están, en general, concentradas en los ministerios de Industria y 
Producción, pertenecientes al poder ejecutivo y no al legislativo 46. 
Sin embargo, como se verá a continuación, esta diferencia no opaca 
la similitud en las dinámicas observadas por los autores referencia-
dos. De hecho, Lowi identificaba el ‘locus decisional’ de la arena 
distributiva en una unidad institucional, fuese esta un comité del 
congreso o una agencia específica, por lo que la concentración del 
locus de decisión en un ministerio no implicaría una gran diferencia 
con su modelo.

En torno a este locus, entonces, la forma en que se dirimieron 
algunas protecciones a ciertos sectores particulares desde el inicio 
del proceso de integración del Mercosur mostró claras similitudes 
con las características identificadas por Lowi en la arena distri-
butiva. En un estudio anterior sobre los primeros años de la inte-
gración47, por ejemplo, se observó el limitado rol que jugaron las 
principales asociaciones industriales en la definición de los sectores 
a proteger temporalmente por medio del Régimen de Adecuación 
(1995-1999), que reducía gradualmente los aranceles durante cuatro 
años, mientras el resto de productos (a excepción del azúcar y la 
industria automotriz) ya eran sometidos al libre comercio. En cam-
bio, adquirió mayor relevancia, para su inclusión en dicho régimen, 
la presión y el acceso que tuvieran al gobierno empresas (o empre-
sarios) individuales, a las que Lowi considera unidades políticas 
primarias en esta arena. Posteriormente, el patrón no pareció mo-
dificarse mucho: un recorrido por los reclamos y medidas hasta la 
actualidad parece mostrar un accionar claro y eficaz de las cámaras 
sectoriales 48 más que de la principal institución de representación 
de la industria, la Unión Industrial Argentina. Lowi identifica esa 
limitada actuación de las asociaciones en la articulación de intereses 
como patrón constante de esta arena, a diferencia de otras, como la 
redistributiva, donde las grandes asociaciones sí pueden representar 
a toda una parte que normalmente confronta con otra y no con una 
pluralidad de ‘otras’ (como en la arena distributiva) 49. 

Siguiendo a Lowi, aquella acción fragmentada puede ser positi-
va en el corto plazo, puesto que permite avanzar en una determinada 
decisión general (en este caso, el libre comercio que debía regir al 
interior del proceso de integración para casi todos los productos), 
pese a las excepciones particulares que deban otorgarse para dicho 
avance. Por eso es que las características de las acciones de las uni-
dades primarias (cada una con su interés, sin interferir directamente 
en el interés de otra) favorecen conflictos blandos, solucionables 
con ciertas concesiones (o ‘asignaciones oportunas de recursos’), y 
por eso se considera una arena ‘estable’.

Sin embargo, tal como señala el autor, en el largo plazo esta 
dinámica no favorece, en primer lugar, coaliciones relevantes para 
políticas más amplias. Cuando los arreglos particulares predo-

Al individualizar las decisiones, las políticas distributivas reducen el conflicto 
pero, a cambio, no permiten generar coaliciones relevantes para políticas am-
plias: son miles de decisiones oscuras sumadas en, por ejemplo, una ‘política 
de protección’.
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ser justamente el elemento explicativo de su limitado desarrollo: en 
primer lugar, no habría favorecido una coalición estable que lo sos-
tuviera como proyecto a largo plazo para el desarrollo del país; en 
segundo lugar, y como consecuencia del primero, habría generado 
desconfianza en cuanto a la continuidad del proceso de integración 
y al sostenimiento de su objetivo de libre comercio. Esto, a su vez, 
tendría el potencial de incentivar nuevas y continuas demandas de 
protección frente a un proceso que no se considera inapelable 51. 
Desde este punto de vista, el nivel de legitimidad y confianza en 
las decisiones gubernamentales pasa a ser un elemento constitutivo 
de los intereses de los actores. Estos intereses, entonces, ya no se 
explican sólo a partir de la racionalidad económica basada en el 
cálculo costo/beneficio, sino a partir de experiencias pasadas y de 
las percepciones de los actores sobre sus gobiernos. 

Así, el marco teórico ofrecido por Lowi no sólo se muestra 
vigente para interpretar las dinámicas internas de las políticas pú-
blicas, sino también para explorar los efectos que estas dinámicas 
pueden tener en el proceso de integración del Mercosur.

minan por sobre una representación de intereses más generales se 
dificulta la creación de una coalición sólida sobre la cual generar 
visiones comunes y duraderas necesarias para proyectos  de largo 
plazo, como puede ser un proceso de integración. 

Por otro lado, estas dinámicas tampoco favorecen la legiti-
midad de las decisiones gubernamentales y del sistema político en 
general. A las características observadas en esta arena, donde pre-
dominan los arreglos y las relaciones particulares, se les atribuyen 
efectos negativos para los sistemas políticos, que ponen en tela de 
juicio las características representativas de una democracia. Si bien 
en todas las democracias coexisten intereses particulares e intereses 
generales, el espacio relativo que cada uno ocupa en la política y la 
consciencia ciudadana sobre dicho espacio afecta la percepción y 
confianza en la representación política 50, con consecuencias para 
la legitimidad del gobierno involucrado y de cada decisión política 
que éste adopte.

Así, el hecho de que el proceso de integración haya tenido, desde 
un principio, su foco centrado en el intercambio comercial podría 

Cuando los arreglos particulares predominan por sobre una representación de 
intereses más generales se dificulta la creación de una coalición sólida sobre 
la cual generar visiones comunes y duraderas necesarias para proyectos de 
largo plazo, como puede ser un proceso de integración.
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aumentó del 11,5% en 2002 al 15, 3% en el primer semestre del 2008, 
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